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RESUMEN 
El presente artículo es un análisis a los protocolos de atención y prevención de 
violencias basadas en género y violencia sexual en Instituciones de Educación Superior 
(IES) en Bogotá, desde la óptica de la igualdad de género como componente de la dignidad 
humana, estableciendo la importancia que deben tener las medidas institucionales y su 
respectivo tratamiento frente a acciones de discriminación, violencia o contra la integridad 
y libertad sexual como goce efectivo de los derechos de las personas que hacen parte de la 
comunidad académica. Ante lo cual, el debido proceso es necesario tanto para el 
restablecimiento de derechos de las víctimas como también frente a las garantías 
administrativas y judiciales del presunto victimario, por tanto las IES deben partir de 
políticas institucionales claras que se articulen a las condiciones propias de la educación 
superior y la igualdad material como fin del Estado Social de Derecho. 
Palabras clave: VBG; Violencia Sexual; Acoso Sexual; Género; Justicia; 
Educación Superior; Protocolos de Atención y Prevención. 
ABSTRACT 
This article is an analysis of the protocols for care and prevention of violence based 
on gender and sexual violence in Higher Education Institutions (IES) in Bogotá, from the 
perspective of gender equality as a component of human dignity, establishing the importance 
that they must have the institutional measures and their respective treatment against actions 
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of discrimination, violence or against the integrity and sexual freedom as effective 
enjoyment of the rights of the people who are part of the academic community. Given this, 
due process is necessary both for the restoration of victims' rights as well as for the 
administrative and judicial guarantees of the alleged perpetrator, therefore the HEIs must 
start from clear institutional policies that are articulated to the conditions of the higher 
education and material equality as the end of the Social State of Law. 
Keywords: VBG; Sexual Violence; Sexual harassment; Gender; Justice; Higher 
education; Care and Prevention Protocols. 
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INTRODUCCIÓN  
Este trabajo busca responder al problema de las condiciones de la dignidad humana 
e igualdad en la educación superior a partir de una lectura a las herramientas de la 
sensibilización entorno a las violencias basadas en género en las Instituciones de Educación 
Superior (I.E.S) de Bogotá en los últimos 10 años, para poder comprender la manera en las 
que estas materializan el marco normativo nacional e internacional para la igualdad de 
género. Este estudio parte de la observación de los marcadores de contexto normativos y 
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sociales desde un enfoque de género que permita dar sentido a la necesidad de estas 
herramientas y sus implicaciones en la garantía de los derechos, es así que para esta 
aproximación a las condiciones sociales desde el umbral normativo el presente articulo se 
desarrolla en el marco de la investigación socio jurídica permitiendo un estudio más amplio 
que permita abrir nuevas discusiones sobre el problema aquí planteado.  
 
        Para el desarrollo de este análisis la presente investigación inicia a partir de una lectura 
de marco protección jurídica para la erradicación de violencias basadas en género (VBG) y 
violencia sexual como contexto general comprendiendo la igualdad de género como un 
componente de la dignidad humana y de que manera el estado Colombiano ha cimentado 
compromisos con los derechos humanos al respecto; siendo la educación un medio para la 
transformación y el avance social, este artículo revisó la necesidad de una educación libre 
de VBG comprendiendo la presencia de los discursos que la perpetúan, las características 
que adquieren en las dinámicas de la educación superior y la manera en que el estado 
colombiano ha respondido a estas violencias;  Respondiendo al problema de investigación 
planteado, este articulo dedica un capítulo a ahondar en los instrumentos de sensibilización, 
prevención y sanción de formas de VBG en las IES en Bogotá con el fin de comprender 
como se materializa el enfoque de género planteado desde el marco normativo internacional 
y nacional; Finalmente, este texto aporta una visión crítica señalando las dificultades en la 
creación de políticas institucionales contra la VBG y violencia sexual en las IES creando 
una posibilidad de evaluar y mejorar la efectividad de los protocolos y/o rutas en búsqueda 
de una educación superior que garantice la igualdad y la dignidad humana. 
Ahora bien, es necesario comprender que desde la promulgación de la Constitución 
Política de 1991 y con la ratificación de la Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas de Violencia contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana para 
Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención de Belem do 
Pará), Colombia ha reiterado su compromiso con la lucha contra todas las formas de 
desigualdad que tengan su origen en cuestiones de género. Este objetivo supraestatal y 
nacional, consecuencia del pujante movimiento feminista que tomó mayor protagonismo en 
materia internacional desde los años 60 alrededor del mundo, le ha dado al discurso de los 
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derechos humanos una óptica a partir de las desigualdades que se dan como resultado a las 
asignaciones sociales al género fundamentada en los modelos culturales y sociales, 
conllevando a que la meta por una igualdad de género no sea ya solo una consigna feminista 
sino que se arraigue como un asunto de responsabilidad mundial en búsqueda de un entorno 
de dignidad humana posible para todas las personas. 
Las violencias basadas en género (VBG) han sido constituidas como una violación 
directa a los derechos humanos toda vez que limita el ejercicio de la dignidad humana al 
estar transversalizada en la sociedad logrando permear todas las esferas sociales, económicas 
y educativas. Debe concebirse su erradicación desde la sociedad en general, comprendiendo 
que, si bien los sectores empobrecidos son los que sufren actos más peyorativos en cuanto a 
agresiones machistas, en los estratos socioeconómicos altos y medios hay una cultura 
predominante de la negación de la violencia y el miedo a la denuncia y sus consecuencias 
sociales (Ramírez Huertas, 2017). 
El fenómeno de la desigualdad de género reside en la manera en que se ha concebido 
socioculturalmente tanto el poder en los hombres como la legitimidad de su ejercicio basado 
en una dominación asumida a partir de la genitalidad. Desde la comprensión de que las 
diferencias biológicas marcan un punto de partida para la naturalización de la dominación y 
la sumisión, se establece la premisa que sostiene las sociedades típicamente patriarcales que 
son nutridas por una serie de símbolos impuestos a cada género que se asumen naturales, 
entre ellas la dominación masculina, por tanto: 
“La fuerza del orden masculino se descubre en el hecho de que prescinde de 
cualquier justificación: la visión androcéntrica se impone como neutra y no siente 
la necesidad de enunciarse en unos discursos capaces de legitimarla. El orden social 
funciona como una inmensa máquina simbólica que tiende a ratificar la dominación 
masculina en la que se apoya: del mundo social (por ejemplo, en nuestras 
sociedades, la lógica reproductiva del sistema de enseñanza)” (Bourdieu, 1998, pág. 
22) 
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El reconocimiento de las desigualdades y de la necesidad de cuestionar los discursos 
androcentristas ha escalado a las políticas públicas, estableciéndose como metas en las 
agendas de gobierno mundiales. En el caso de Colombia a través de la Alta Consejería para 
la Equidad de la mujer, el Estado ha establecido acciones para la igualdad de género desde 
lo material, entendiendo factores de vulnerabilidad como la ruralidad, la falta de acceso a 
educación o la doble discriminación cuando una mujer pertenece además a una minoría 
étnica o raizal (Garzón Fernández, 2018)  
 Es precisamente desde la educación como escenario transformador de la sociedad 
que debemos interrogarnos para los propósitos de esta investigación ¿Qué herramientas se 
han generado respecto de la sensibilización en torno a las violencias basadas en género en 
las Instituciones de Educación Superior (I.E.S) de Bogotá en los últimos 10 años y de qué 
manera estas permiten la materialización del marco normativo nacional e internacional para 
la disminución de la desigualdad de género? 
En este sentido, el analizar las implicaciones de las VBG en las IES y la capacidad 
de respuesta de las instituciones para garantizar que no se vulnere el ejercicio de los derechos 
fundamentales de las personas en el entorno universitario, permite anclar el enfoque de 
género para el ejercicio de los derechos humanos ratificados mediante la norma 
constitucional integrada, y la legislación creando medidas de discriminación positiva que 
acerquen al Estado Social de Derecho llamado a proteger principios y derechos, con la 
materialización efectiva que desde la educación precisamente como un derecho 
fundamental, puede combatir los estereotipos y roles resultante del modelo hegemónico 
patriarcal de creencias socioculturales, económicas, religiosas y políticas que han impuesto 
una sexualidad heteronormada o han relegado históricamente a la mujer a un rol constante 
de sumisión, donde la sociedad las normaliza y las reproduce sin tener en cuenta las 
consecuencias.  
A través, de esta investigación se plantea establecer la importancia de que las 
instituciones cuenten con mecanismos amplificadores y garantistas del marco de derechos 
para las mujeres y el compromiso internacional para la erradicación de la violencia de 
género, la comprensión de la importancia de esta labor para mitigar las b rechas de 
 7 
desigualdad que se sostienen sobre las mujeres es el eje esencial para la efectividad de estos 
mecanismos razón por la cual este documento hace especial énfasis en el análisis de una 
óptima materialización de la perspectiva y enfoque de género. 
Por tanto, la Ley 1257 de 2008 “por la cual se dictan normas de sensibilización, 
prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres” y sus 
decretos reglamentarios aparecen en el ordenamiento jurídico determinando un umbral 
normativo a la hora de establecer medidas de protección y prevención específicas para las 
mujeres en los ámbitos de la educación, el trabajo, la salud, la familia y el bienestar social. 
Es así que en desarrollo del artículo 11 de esta ley, mediante el decreto 4798 de 2011 se 
brindan lineamientos para que el Ministerio de Educación Nacional (MEN) implemente 
políticas pedagógicas y preventivas atacando la violencia basada en género en los c iclos de 
educación primaria, básica y media. 
Al respecto el MEN ha dispuesto desde el 2018, lineamientos para la educación 
inclusiva en concordancia con las disposiciones de la UNESCO (2008), reconociendo 
diversas desigualdades presentes en la educación, como el acoso sexual y las prácticas de 
discriminación sexista como consecuencia de un problema estructural.  Si bien la autonomía 
universitaria ha servido para que cada IES sea un puente entre las denuncias en sus claustros 
y la garantía de los derechos fundamentales a través de la respuesta y prevención a las 
violencias, donde han hecho un esfuerzo desde lo institucional para crear herramientas que 
permitan el reconocimiento de VBG y la acción oportuna en casos de quejas y/o denuncias, 
no todas las instituciones han cumplido con la implementación de estas acciones, por tanto  
la Corte Constitucional reitera mediante la sentencia T-239 de 2018 dicho compromiso y 
exhorta al Ministerio de Educación a vigilar que en las IES existan medidas que armonicen 
con el marco internacional y nacional de normas para las VBG.  
La presente investigación tiene el fin de analizar las implicaciones de las violencias 
basadas en género en las IES y la capacidad de respuesta de las instituciones para garantizar 
que no se vulnere el ejercicio de los derechos fundamentales; para ello, este trabajo cuenta 
con cuatro apartados en los cuales en primera medida de observa el un marco de protección 
jurídica para la erradicación de violencias basadas en género a partir de la problematización  
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de las violencias basadas en género y el desarrollo normativo para crear escenarios 
garantistas para las mujeres, la investigación pasa a observar la posibilidad y necesidad de 
una educación libre de VBG comprendiendo las violencias más recurrentes y los 
compromisos adquiridos para poder analizar a continuación los instrumentos de 
sensibilización, prevención y sanción de formas de VBG en las universidades a partir de los 
lineamientos normativos y los referentes doctrinales para el enfoque de género para 
finalmente señalar las dificultades en la creación de políticas institucionales contra la VBG 
en las IES creando un aporte a la discusión.  
1. LA NECESIDAD DE UN MARCO DE PROTECCIÓN JURÍDICA CON 
ENFOQUE DE GÉNERO PARA LA ERRADICACIÓN DE VIOLENCIAS 
BASADAS EN GÉNERO. 
  El reconocimiento de la desigualdad como un problema preponderante a la hora de 
materializar os derechos humanos aparece como resultado de un análisis interdisciplinar a 
los hombres y mujeres en relación a su incidencia en la sociedad. Comprender los matices 
de las VBG requiere partir de la igualdad desde su concepción más allá de la formalidad 
establecida normativamente lo que nos lleva a una lectura del derecho a partir de la justicia 
social. La igualdad material como categoría jurídica permite precisamente identificar las 
asignaciones a partir de las cuales se clasifican socialmente a los individuos y la forma en la 
que estas limitan el desarrollo de los mismos, siendo esta caracterización la consecuencia de 
la construcción del género desde una óptica exclusivamente biológica. A partir de allí cobra 
importancia la igualdad jurídica propiciando espacios que posibilitan la equidad de género 
que a su vez fortalecen los procesos de transformación social (Tirado Acero, 2018). 
La caracterización de la violencia requiere comprender que los efectos de los actos 
de discriminación cambian en virtud a las condiciones que envuelven a los sujetos, es aquí 
donde en enfoque de género como eje de análisis social adopta una perspectiva  
interseccional2 que le permite ampliar el espectro más allá de las VBG comúnmente 
 
2 Que comprende que la lectura a los sistemas debe comprender la coexistencia de diversas condiciones que 
atraviesan a los sujetos comprendiendo la raza, etnia, género y clase social que determinan a cada sujeto. 
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señaladas, demostrando que estas violencias mayormente culturales interactúan y coexisten 
con otros sistemas de discriminación institucional, racial, económico y político. 
El reconocimiento del patriarcado como un sistema de justificación y validación de 
las VBG es el punto de partida para comprender el enfoque de género como una necesidad 
para brindar herramientas que hagan efectivos los derechos humanos. Establecer un mapa 
de las agresiones delimitándolas y definiéndolas posibilita la creación de medidas efectivas 
para la prevención, atención y erradicación de las VBG así como el ataque directo a los 
factores culturales que las permean y sostienen. A partir de la ley 1257 de 2008 se unifican, 
crean y promueven los criterios para establecer medidas jurídicas y d isponer de recursos 
económicos y humanos para desarrollar una política estatal integral que contribuya de 
manera sustancial a la erradicación de las V.B.G (Alta Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer, 2017-2018).  
Por su parte, el ordenamiento jurídico Colombiano ha establecido su compromiso 
con la igualdad social entre hombres y mujeres, con instituciones como la Alta Consejería 
para la Equidad de la Mujer, a partir de la cual se analiza las condiciones reales de las 
mujeres en el territorio nacional en cada uno de los contextos en los que se ve envuelto el 
goce de sus derechos, estableciendo unos criterios generales y estructurales para dictar la 
política pública de equidad de género y su efectiva implementación. 
En este orden y como consecuencia de la institucionalización de la necesidad de un 
enfoque de género para el desarrollo de los fines del Estado, los respectivos Planes de 
Desarrollo Nacionales, se convierten en una herramienta fundamental de análisis tanto en 
los objetivos propuestos como en las metas logradas, junto a los documentos CONPES que 
articulan las políticas públicas. 
1.1 La igualdad de género como un componente de la dignidad humana. 
Como se ha venido señalando, la desigualdad basada en género establece un 
escenario de discriminación macro en la sociedad, lo que limita el efectivo goce de los 
derechos de las mujeres en los escenarios en los que están más arraigados los estereotipos 
de género. La Constitución Política de Colombia de 1991 ha establecido como fin esencial 
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la igualdad y la justicia como pilares para integrar un orden social justo fundando sus 
principios en el respeto de la dignidad humana, esta correlación entre el fin y el principio 
establece una coexistencia de la igualdad y la dignidad determinando que la existencia de 
cualquiera de ellas supone una garantía efectiva de la otra. 
Esta “paradoja” de la dignidad humana y la igualdad parte de que la primera funge 
como una categoría intrínseca a la existencia de cada ser humano y esto determina un 
escenario donde para el ordenamiento jurídico todos cuentan con la misma consideración a 
la hora de resguardar sus derechos, lo que constituye el núcleo de la igualdad formal. Sin 
embargo, la dignidad humana como estatus y no como principio requiere de un ejercicio de 
protección mayor que envuelve la garantía efectiva de otros derechos que le subyacen, es 
por ello que solamente desde un escenario de justicia social aparece la dignidad como 
escenario real. 
Esta complejidad se traduce al sistema jurídico como una necesidad de protección 
diferencial de los sujetos que comprenda la totalidad de divergencias que se generan desde 
las diferentes dinámicas sociales, la identificación de las violencias estructurales resulta 
esencial a la hora de asegurar la dignidad humana para lo que cada uno de los enfoques 
interseccionales de análisis social es una contribución para la materialización de los derechos 
humanos. 
Las VBG por su parte son una clara forma de trasgresión a los derechos humanos 
toda vez que cada trasgresión a los derechos de este género no puede comprenderse desde 
una óptica sesgada que atribuya la agresión a un factor que se dé exclusivamente en razón 
de la ubicación en el territorio, a los postulados culturales predominantes o de la posición 
socioeconómica. La multidimensionalidad de esta violencia crea escenarios en los que 
ninguna mujer se escapa de ser una potencial víctima, por el contrario, las agresiones crean 
impedimentos para el reconocimiento de la violencia haciendo incluso que las mujeres de 
nivel socioeconómico privilegiado la invisibilicen dado a que la publicidad de la situación 
crea un riesgo para el estatus que sostienen (Huertas Ramírez, 2017) o en su caso hombres 
que también son víctimas y es para ellos vergonzante poner en conocimiento dicha situación 
por el mismo sistema patriarcal que los cuestiona, deslegitima o invisibiliza. 
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1.2 Aportes normativos al enfoque de género a nivel internacional y nacional. 
La comunidad internacional ha sumado esfuerzos para la erradicación de las VBG, 
desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos, por ende la Asamblea General 
de las Naciones Unidas reconoce la necesidad de establecer criterios para el goce de 
derechos sin importar condiciones de raza o sexo, sin embargo, no es sino hasta 1977 que la 
Asamblea insta a los países parte a establecer una jornada anual para “Los derechos de la 
mujer y la paz internacional” tomando como precedente el 8 de marzo de en 1914, en 
Alemania, Suecia y Rusia.  En 1975 La Asamblea General de la ONU declara ese como “El 
Año Internacional de la Mujer” y promueve la primera Conferencia Mundial sobre la Mujer. 
En 1979 la Asamblea General crea el primer antecedente normativo internacional 
para la protección de las mujeres mediante la “Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer – CEDAW” a partir de la cual advierte que la 
discriminación y violencia de género no puede justificarse so pretexto del estado civil de las 
mujeres, por tanto, implementa las garantías para la mujer en la participación política, 
sostiene que la erradicación de la desigualdad requiere un cambio cultural y reconoce la 
importancia de luchar contra la trata de personas y otras disposiciones contra la explotación 
sexual (Organización para las Naciones Unidas, 1979). Colombia como Estado parte, 
ratificó la CEDAW mediante la ley 51 de 1981 integrando estos criterios a nuestro 
ordenamiento jurídico y se instituye como la primer norma macro contra las VBG. 
Por su parte, la “Convención Internacional para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer” suscrita en la ciudad de Belem Do Para de Brasil en 1994 
permitió crear un concepto más amplio de la violencia y sus implicaciones, reconociendo la 
importancia de proteger a las mujeres en las esferas públicas y privadas, estableciendo la 
libertad a vivir sin violencias como un derecho de todas las mujeres y determinando un 
mayor campo de desarrollo legislativo para la protección diferencial de las mujeres 
(Organización para las Naciones Unidas, 1994). Esta convención desarrolla la prevención y 
la pedagogía como elementos centrales para la erradicación de VBG, siendo adoptada en 
Colombia mediante la ley 248 de 1995 y adicionada al bloque de constitucionalidad. 
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 La ONU mediante la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO), como organismo especializado del Consejo Económico y 
Social mediante un documento sobre educación elaborado en 2007 estableció que debían 
armonizarse en lo global y lo local las medidas de protección a las mujeres, así como la 
necesidad de implementar medidas educativas con enfoque de género en los diversos ciclos 
educativos para la prevención y erradicación de la violencia hacia la mujer. La UNESCO 
señala ya la importancia de este enfoque desde el Documento de política para el cambio y 
el desarrollo en la educación superior en las conferencias regionales que se llevaron a cabo 
entre 1996 y 1998 comprendiendo que esta óptica permitiría lograr una mayor igualdad de 
acceso a oportunidades educativas a niveles superiores, creando escenarios de conocimiento 
en equidad (Zapata-Martelo & Ayala-Carrillo, 2014).  
Colombia en la ley 1257 de 2008, unificó el marco normativo internacional de la 
CEDAW y la Convención de Belem do Para estableciéndolos como criterios de 
interpretación de las medidas a desarrollar. En esta norma en búsqueda del  establecimiento 
de una igualdad real y efectiva se desarrollan como principios del desarrollo de la ley, entre 
ellos: la autonomía, la corresponsabilidad, la integralidad, la coordinación, la no 
discriminación y la atención diferenciada, guiando las disposiciones a tomar en el campo de 
la prevención, sensibilización y atención a las VBG (Congreso de la República de Colombia, 
2008). Esta ley permitió desarrollar los derechos de las mujeres pese al sistema de 
desigualdad permeado, estableciendo una sólida herramienta contra la violencia. 
En 2011 el Plan Nacional de Desarrollo direcciona los fines que perseguía la ley 
1257 de 2008, estableciendo una Política pública nacional de Equidad de Género empleando 
para ello un enfoque interseccional de género, buscando mejorar las condiciones de las 
mujeres en los entornos urbanos y rurales a las afrocolombianas, indígenas, campesinas y 
de la comunidad Rom. Desde esta disposición fortalece la Alta Consejería para la Equidad 
de la Mujer como ente direccionador de la política pública y administrador de los recursos 
para ella asignados (Congreso de la República de Colombia, 2011).  
 
  En consonancia con la referida Ley, a través del mencionado El Plan Nacional de 
Desarrollo “Prosperidad para Todos” 2010-2014,  se dictan normas como el Decreto 1930 
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de 2013 y el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) de la República 
de Colombia, No. 161 de 2013, para contribuir en la erradicación de la discriminación 
basada en género, es así como el Departamento Nacional de Planeación (DNP) desarrolla el 
enfoque de género como criterio para la planeación de la política pública para la mujer el 
cual busca atender las desigualdades primarias a partir de mecanismos de discriminación 
positiva, este CONPES crea indicadores de seguimiento a las acciones bajo ese enfoque y 
desarrolla medidas para una prevención de las VBG (Departamento Nacional de Planeación 
, 2013). Este marco de protección se enfoca en las mujeres como individuos que son 
vulnerados en razón de las condiciones que las envuelven (económica, social y 
territorialmente) dando como resultado un lineamiento de políticas públicas que contemple 
las condiciones de mayor vulnerabilidad a las que están expuestas las mujeres campesinas, 
afrocolombianas e indígenas quienes están atravesadas por barreras institucionales que 
impiden una protección integral de sus derechos y una afectación directa a su dignidad 
(Garzón Fernández, 2018).  
Así pues, por su parte en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 concibe a la 
educación como un instrumento de igualdad social, comprendiendo su labor transformadora 
en las oportunidades mientras que el PND 2018-2022 pese a mencionar la voluntad por 
plantear pactos por una equidad social transversal, no se plantean políticas concretas que 
mejoren las condiciones de las mujeres en Colombia lo que ha implicado un avance en 
políticas nacionales menos significativo. 
1.3 Lineamientos en género a partir de ley 1257 de 2008.  
Como se había esbozado, esta ley se dicta con el fin de crear medidas para la 
sensibilización, prevención y la erradicación de toda forma de violencia y discriminación 
contra las mujeres buscando un escenario de igualdad material para la dignidad. La respuesta 
integral de la ley permite establecer marcos conceptuales, visibilizar la violencia contra la 
mujer como fenómeno social, delimitar la igualdad a criterios pragmáticos y señalar las 
esferas en las que debe combatirse y erradicar las VBG (Peña Guarín, 2017).  
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La precitada ley, desarrolla como violencia todo acto voluntario u omisivo, que se 
traduzca en daños físicos, morales, patrimoniales, sexuales o psicológicos y los que causaren 
la muerte de la víctima que se valgan de sistemas de discriminación hacia la misma por su 
condición de mujer. El carácter preventivo de la norma concibe las violencias como actos 
concadenados que no siempre se traducen en agresiones directas, es por esto que las 
amenazas constituyen una tipología de VBG entendidas como todas las acciones 
encaminadas coaccionar a mujeres y niñas en el ejercicio de su libertad sin importar la esfera 
en la que se presente. En razón a este último punto, la ley retoma la discusión de la protección 
integral a las mujeres tanto en la esfera pública como la privada entendiendo las dinámicas 
de violencia en función a un sistema cultural de segregación que hace que escalen hasta el 
hogar como núcleo de la sociedad.  
Consecuentemente la violencia contra la mujer con este precedente normativo 
adquiere un carácter multidimensional, el daño de la desigualdad debe valorarse como un 
hecho con implicaciones morales, emocionales e incluso sociales. En criterios de la norma 
existen los daños a nivel psicológico, físico, sexual y patrimonial determinando las acciones 
que los constituye: 
“Artículo 3°: a) Daño psicológico: Consecuencia proveniente de la acción u omisión 
destinada a degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de otras personas (…) o cualquier otra conducta que implique un 
perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal. b) 
Daño o sufrimiento físico: Riesgo o disminución de la integridad corporal de una 
persona. c) Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción 
consistente en obligar a una persona a mantener contacto sexualizado, físico o 
verbal, o a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, 
intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier otro 
mecanismo que anule o limite la voluntad personal. d) Daño patrimonial: Pérdida, 
transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, 
instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer” (Congreso de la 
República de Colombia, 2008). 
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En esta línea, la ley determina una serie de Derechos tanto para la prevención como 
para las víctimas en medidas restaurativas brindando garantías en la atención integral de 
servicios, facilitando el acceso al asesoramiento jurídico y la asistencia técnica legal con 
carácter gratuito, informando a las víctimas de sus derechos, tener como prioridad su 
voluntad, reservar su identidad, brindar atención medica integral, una reparación total en 
justicia y equidad y a no re victimizarla. Este catálogo de derechos dignifica el campo de 
atención a las violencias de género ya perpetuadas, humaniza la estructura estatal en el 
cumplimiento de las garantías constitucionales de las mujeres y aplica de manera efectiva el 
enfoque de género.  
En la preocupación por la prevención y pedagogía de las VBG, la norma instó al 
Ministerio de Educación a emplear un enfoque de género encaminado a la formación en 
materia de Derechos Humanos, desarrollar políticas a formar a toda la comunidad educativa 
previniendo la violencia contra las mujeres, mitigar los procesos de desescolarización de las 
mujeres víctimas de cualquier forma de violencia y facilitar los canales de participación de 
las mujeres en los programas de formación profesional no tradicionales para ella. La 
educación aparece entonces como un escenario para la erradicación y la sensibilización de 
VBG, sin embargo la educación está también permeada por los imaginarios que sostienen la 
desigualdad de género, lo que entorpece el trabajo de prevención y atención en estas 
instancias, es por ello que hay que observarse cada entorno como un escenario en el que los 
individuos interactúan y en el que se desarrollan las dinámicas de poder y opresión, haciendo 
prioritario el análisis de la educación al ser el principal foco de prevención y sensibilización  
Ahora bien, haciendo la respectiva salvedad, esta ley ha dado pie para que 
comunidades LGBTIQ y poblaciones inter étnicas: indígenas, raizales y rom, adopten estos 
lineamientos y se empoderen en sus instituciones educativas o puedan encontrar apoyo desde 
los colectivos, cuando sus identidades de género y orientaciones sexuales son diversas, o en 
su efecto cuando los hombres indistintamente de una sexualidad heteronormada es víctima, 
ya que la VBG no es exclusiva contra mujeres. 
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2. LA NECESIDAD DE UNA EDUCACIÓN LIBRE DE VIOLENCIAS DE 
GÉNERO. 
La preocupación por el discurso que sostiene la desigualdad de género aparece como 
una necesidad de explicar la estructura de las VBG, las lógicas sexistas limitan los roles de 
género estableciendo unas dinámicas de discriminación para las mujeres que se invisibilizan 
en muchos contextos, la normalización de la brecha de género se perpetua en la sociedad ya 
que el evidenciar las conductas que permean la discriminación requieren cuestionar 
privilegios y estructuras que se nos muestran como absolutas en las dinámicas sociales  
(Mingo & Moreno, 2015). Desarticular la lógica de la desigualdad implica repensarse los 
imaginarios de los roles de género que han fungido como instituciones en el desarrollo 
cultural, la primacía patriarcal aparece desde el momento en que los individuos forman su 
identidad a partir de las atribuciones sociales en función de la genitalidad o el sexo bilógico 
reconocido, por tanto un análisis crítico con enfoque de género implica una tarea desde la 
conciencia en el debate académico y el desarrollo teórico a partir de las mismas realidades. 
 La academia como escenario de posicionamiento del debate teórico por las forzosas 
asignaciones de género se enfrenta a su vez a prácticas dentro de los ciclos de aprendizaje 
que están impregnadas de la cultura de desigualdad de género, la educación como medio 
para la transmisión y construcción de conocimiento esta trasversalizada por una visión 
estereotipada de los imaginarios alrededor de lo masculino y lo femenino lo que legitima las 
dinámicas de poder que derivan de estos roles. Esta amplificación de las clásicas 
concepciones de hombres y mujeres se dan como consecuencia de un conjunto de 
componentes culturales normalizados, que determinan las lógicas del escenario social 
vigente; estas visiones a partir del género componen a su vez imaginarios más amplios e 
incluso la manera en la que se estudian las condiciones materiales del mundo, por ejemplo, 
la familia como institución central a la hora de determinar regímenes de protección  civil a 
los ojos de la ciencia del Derecho se encontraba delimitada por la manera en que se 
concebían hombres y mujeres ya que a partir de allí se determinaban las atribuciones y 
obligaciones conyugales así como los regímenes guarda y cuidado. 
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La reproducción de todas las premisas sexistas en los sistemas educativos implica no 
solamente la normalización de los estereotipos de género que sesgan la forma en la que se 
crean interacciones sino la percepción que se tiene frente a las VBG al punto de 
invisibilizarlas, las relaciones verticales de poder implícitas en todos los sistemas educativos 
se permean de esos imaginarios profundizando las relaciones de desigualdad. Esta 
convergencia de condiciones crea escenarios en las instituciones en los que la invasión a los 
cuerpos feminizados a través de miradas, insinuaciones y tocamientos pasan desapercibidos 
e incluso pasan a entenderse dentro de la habitualidad de la comunicación. (Mingo & 
Moreno, 2015) Como bien lo señalaba Bourdieu, lo natural es la asunción de los roles 
impuestos y el cuestionamiento a estos sistemas resulta atípico y antinatural.  
Por ende el discurso, los roles y las tareas asignadas a partir de estos estereotipos de 
género produce un sistema de creencias (ese mismo que se menciona en este texto como 
orden patriarcal o patriarcado) que impide concebir el mundo más allá de las asignaciones 
sociales mecanizando los comportamientos, las violencias a menudo son conductas 
transmitidas y aprendidas que se naturalizaron ya que se asumían como resultantes de 
condiciones biológicas (Toro Jiménez & Ochoa Sierra, 2017). Los análisis a partir de las 
condiciones sociales desde un enfoque de género han evidenciado que la permanencia 
histórica del discurso ha reconfigurado la manera en que nos planteamos frente al 
conocimiento, desarrollando teorías, categorías y conceptos académicos plagados de un 
discurso patriarcal, es aquí donde la perspectiva de género como una herramienta para el 
análisis social debe nutrirse del debate académico visibilizando realidades a través de las 
desigualdades por cuestiones de género y establecer recomendaciones para la eficacia de las 
medidas que busquen sanear la desigualdad.  
La educación como estructura y la academia como escenario se conciben 
ampliamente como espacios aislados de los preconceptos culturales, normalmente se asocian 
a la construcción del conocimiento con la mejora de las condiciones materiales que rodean 
al esquema social, no obstante, los claustros de aprendizaje masifican el discurso que 
sostiene la desigualdad construyendo los conceptos desde el hombre como individuo y eje 
central discursivo dejando a la mujer una subcategoría. Estas dinámicas de reproducción, así 
como el discurso no son elementos perpetuos e inamovibles, la posibilidad de concebir a 
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hombres y mujeres como sujetos en las mismas condiciones frente al conocimiento y abrirse 
a reevaluar las cátedras que nutren la visión de la desigualdad dialogizando los sistemas de 
opresión aproximan a la educación a materializarse como un derecho universal (Zapata-
Martelo & Ayala-Carrillo, 2014). 
El reconocimiento de las VBG en la educación no es solo una exigencia en la agenda 
social, está estrechamente ligada con la materialización del derecho a la igualdad al permitir 
señalar las conductas que sostienen las brechas de desigualdad y el derecho al acceso a la 
educación al garantizar una visión de la academia fuera de los sexismos, la denuncia de los 
comportamientos violentos o agresivos, que en este espectro implica derribar las barreras 
que impiden las garantías para estos derechos. 
2.1 La presencia de un discurso que promueve la desigualdad en las estructuras 
de las IES. 
Como se había señalado al inicio de este texto, las lógicas de las VBG reposan en las 
dinámicas de poder con el fin de perpetuar la sumisión de las mujeres y los cuerpos 
feminizados, la violencia - sin embargo- no existe como una pulsión biológica de quienes la 
ejercen, sino que se aprende e interioriza a partir de la estructura patriarcal. La 
multidimensionalidad de la violencia y la justificación cultural de la misma crean un 
escenario de agresiones en los que solamente las más lesivas físicamente se reprochan y las 
que se valen de factores psíquicos, económicos, políticos o simbólicos sean invalidadas o 
minimizadas. La conciencia necesaria para visibilizar y enfrentar las VBG requiere 
mecanismos de reparación posibles a partir de un sistema de estudio, prevención e 
intervención que permitan minimizar los marcadores culturales que perpetúan la 
discriminación (González-Gómez, Zutta-Arellano, & Perugache-Rodríguez, 2015).  
La conciencia de estas violencias parece ser un proceso exclusivo del activismo social, 
la academia o los sistemas de medición de DD.HH, los medios de información masivos que 
forman la opinión pública siguen permeados por un lenguaje que no solo romantiza la 
violencia, sino que establece la protección de los derechos de las mujeres como un asunto 
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de divergencia social que amenaza los imaginarios que sostienen, por tanto las 
reivindicaciones de las mujeres aparecen eventualmente con relación al marketing. 
 Los sistemas educativos se vuelven centrales en todo proceso de debate y 
reevaluación social, no obstante, el debate desde la academia y el desarrollo investigativo e 
intelectual no solventa por si solo toda la estructura de estereotipos y desigualdad trasversal, 
reconocer que ningún espacio escapa a estas dinámicas requiere ampliar medidas que 
confronten y reduzcan las VBG. La escolaridad como proceso cobra sentido en este fin por 
la igualdad, la prevención e información frente a las VBG crean la posibilidad de 
desnaturalizar las agresiones e intervenir a los sujetos incluso desde ciclos de formación 
temprana. (Tapia Hernández, 2015)  
Este fenómeno se puede observar de manera más clara en la educación superior, al 
presentarse como un espacio abierto a las aristas del conocimiento permite desde el ejercicio 
individual las dinámicas patriarcales que atraviesan a las personas y los fenómenos 
comunicativos. En América Latina la multiculturalidad así como la diversidad étnico-raizal 
convergen en estos espacios creando la necesidad de políticas de educación multienfoque en 
las que se priorice la inclusión, aun así estas siguen aplicándose de forma aislada sin usar la 
interseccionalidad a las políticas, lo que crea para los gobiernos una visión en la que la 
inclusión y el enfoque de género deben competir para establecerse como prioridad 
gubernamental. (Chan De Avila, García Peter, & Zapata Galindo, 2013) 
Además de las repercusiones estructurales y culturales, la desigualdad de género 
afecta directamente el desarrollo personal y social de los individuos que la suportan, 
comprender las expresiones más mínimas sigue siendo un ejercicio de mayor dificultad pese 
a existir un desarrollo amplio de la comunidad científica internacional frente a las VBG. 
Cuando la duda frente a una conducta agresiva se confirma, la víctima se enfrenta a las 
barreras institucionales que siguen sin cuestionar la necesidad de reducir y confrontar estas 
conductas lo que evidencia la necesidad tanto de formar y  sensibilizar frente a las VBG 
como de crear mecanismos de atención frente a estas. La voluntad institucional frente a esta 
estructura de violencia se evidencia en la medida en que se cuestiona la manera  en que el 
mismo sistema perpetúa y facilita las agresiones desde su dimensión más simbólica, hasta 
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las agresiones silenciadas y no atendidas, garantizado una calidad no solo en el acceso sino 
creando herramientas reales para una materialización del derecho a la igualdad y por 
consecuencia el de la educación. (Larena & Molina, 2010)  
Algunos referentes investigativos en otros contextos internacionales que tienen que 
ver con la educación superior, dan cuenta de las interacciones en estudiantes donde el acoso 
sexual dentro de este contexto universitario es perpetuado por compañeros de formación, 
donde estas agresiones no son conocidas por que no son percibidas inicialmente como tal y 
son naturalizadas en virtud de los roles de género, donde los perpetradores se valían a 
menudo de la confianza ganada desde el ambiente de compañerismo quedando impune, y 
cuando lograba escalar a las posiciones administrativas e institucionales, estas no tenían 
mayor efecto ya que si bien se lograba en algunos casos ejercer presión sobre quienes 
acosaban desde las posiciones de quienes tenían conocimiento del caso , el desempeño 
académico de la víctima muchas veces se afectaba entorpeciendo sus habilidades cognitivas 
y relacionales, por el no debido acompañamiento (Centre Dolors Piera d’Igualtat 
d’Oportunitats i Promoció de les Dones, 2013), situación que no es ajena a nuestro contexto 
educativo. 
2.2 Identificación de las violencias de géneros posibles y reales en las IES. 
La discusión del enfoque de género y las VBG en las IES, demográficamente puede 
determinarse cuan permeados están los imaginarios de los roles a la hora de analizar la 
matrícula y la división por género en relación a las carreras que a menudo cuentan con una 
alta feminización de todas las disciplinas asociadas con la ética del cuidado, otro indicador 
importante es observar cuan abierta esta la institución para establecer como cátedra 
discusiones que evidencien las desigualdades que puedan repercutir en las políticas internas 
y representen un cambio estructural hacia la cultura de género; estas dinámicas que tocan la 
institucionalidad y la identidad de los claustros universitarios pueden finalmente repercutir 
en el campo epistemológico de las disciplina ya que aparecen cuestionamientos académicos 
que desafían los preconceptos patriarcales y replantea las formas tradicionales de 




Como se ha señalado, las instituciones cobran especial sentido en esta tarea, soportar 
en los individuos el cambio absoluto de este modelo de desigualdad significaría suponer que 
existe un ejercicio de conciencia interiorizado en cada uno de ellos para que funjan como 
actores de cambio obviando el hecho de que la fuerza del sistema patriarcal reside en la 
naturalización de la violencia y la amplificación cultural de rígidos estereotipos de género. 
Bajo esta premisa los actos constituyentes de VBG se dan en un individu o en el que se 
supone conoce las violencias y elige ejercerla, sin embargo, una de las dinámicas más 
recurrentes en las IES es el acoso que normalmente se da como una invasión a la 
individualidad de la víctima a partir de la asunción de que esos actos hacen parte de los 
fenómenos lingüísticos y comunicativos habituales. Aquí se evidencian dos aspectos 
importantes, el género es culturalmente una asunción generalizada de las características de 
los individuos, mientras que el enfoque de género es la observación de las condiciones reales 
de desigualdad que envuelven a los individuos, en tanto una se nutre de la repetición del 
discurso, la otra realiza un análisis profundo no solo al discurso sino también a sus orígenes.  
Ahora bien, comprendiendo que la identificación de las VBG está estrechamente 
ligada con el enfoque de género observando las violencias fuera de la escala de valores y 
estableciendo las consecuencias sociales de cada tipo de violencia. El acoso u hostigamiento 
sexual es uno de los problemas más frecuentes en las IES, dado que un porcentaje amplio 
de la población cuenta con la mayoría de edad y que se asume un nivel de instrucción en 
virtud a su proceso de formación, la mayoría de los casos de acoso se observan con lupa 
como si se tratase de un problema hermenéutico entre los interlocutores y no como un acto 
de violencia con altas implicaciones simbólicas. 
El acoso por sí mismo no representa una agresión exclusiva a las mujeres, sin embargo 
el componente sexual incrementa las posibilidades de que se de en virtud del ejercicio de 
poder sobre los cuerpos feminizados aprendido desde los imaginarios culturales, existe otro 
factor determinante y es el hecho de que desde las cifras globales se observa que en los 
sistemas de educación superior en el mundo para el 2009 el 43% de los jóvenes reconocían 
vivir en países que favorecen a las mujeres en cuanto a matricula lo que puede comprenderse 
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como una predominancia de la presencia masculina en las IES (Ordorika, 2015). Estas 
características estructurales evidencian que las mujeres en el sistema de educación superior 
siguen enfrentando una brecha participativa, en la que todas las premisas educativas se 
sostienen a partir del hombre como sujeto central y la mujer como una variable nueva.  
El subindicador del acoso en las IES como violencia no denunciada obedece a la forma 
en que se conciben las instituciones, observar los claustros como espacios masculinizados y 
reacios a reconocer las VBG crea una percepción de que las instituciones no priorizaran 
estas denuncias y que el escenario puede llegar a ser revictimizante e invalidante. En este 
orden, crear indicadores de las VBG o reconocerlas a partir de las cifras de los  casos de 
acoso es desconocer de tajo las barreras institucionales que existen y destinar a la institución 
a seguir invisibilizando una dinámica de violencia que afecta el ambiente y desarrollo 
universitario, hay que partir entonces desde un rechazo global a los discursos discriminativos 
y crear sistemas pedagógicos para evidenciar los actos que bajo la normalidad esconden 
trasgresiones a la integridad de las mujeres. (Aguilar Ródenas, Alonso Olea, Melgar 
Alcatud, & Molina Roldán, 2009) 
La identificación permite una efectiva prevención de las VBG, un claro caso es el del 
“National Organization of Mens Outreach for Rape Education” de Yale University en el 
que se formaron y educaron los hombres del claustro universitario sobre acoso sexual, así 
como el grupo “Men Against Violence” de Columbia University quienes no solamente 
observan estas dinámicas del enfoque de género si no que proponen fórmulas de nuevas 
masculinidades para combatir las cifras altas de hombres perpetradores (Larena & Molina, 
2010). Esto no implica el desconocimiento de las violencias que atraviesan a los hombres 
por el hecho de ser hombres, por el contrario, la intención de formar a la población en general 
permite combatir la idea de que los hombres son biológicamente violentadores, abriendo la 
posibilidad de que se reconozcan también como víctimas y permitan establecer una lectura 
más amplia de las VBG como un fenómeno que se vale de los roles establecidos para 
trasgredir a los individuos. 
Pese a existir un marco normativo que señala las violencias y prioriza la reacción ante 
las VBG, las estrategias para la equidad de género enfrentan una serie de dificultades; en 
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primera medida no existen indicadores sólidos para evaluar las condiciones reales de 
desigualdad dado que no se aplica un enfoque de género perpetuando inequidad en las IES, 
así mismo las cifras existentes carecen de visión interseccional excluyendo las condiciones 
agregadas que pueden agudizar las VBG, el hermetismo institucional dificulta el ingreso de 
expertos en cuestiones de paridad de género creando esta dinámica en bucle frente  a la 
reacción de violencia y finalmente, no existen estrategias de estandarización de estos datos 
excluyendo del análisis a muchos sectores (Chan De Avila, García Peter, & Zapata Galindo, 
2013). No obstante el sistema jurídico colombiano ha sumado fuerzas en establecer 
mecanismos articulados de reacción a partir de un amplio marco jurídico en materia de 
educación superior. 
2.3 Hacia una política de educación superior libre de violencias: mecanismos 
de protección.  
Desde la ley marco 1257 de 2008 y sus lineamientos para la igualdad, el sistema 
normativo y educativo nacional ha reforzado el desarrollo de funciones y obligaciones para 
la prevención, atención y mitigación de las VBG, el Decreto 4798 de 2011 reglamentario de 
la mencionada ley, estableció una serie de atribuciones al sistema educativo en general para 
mitigar la desigualdad de género en las que ordenó al Ministerio de Educación Nacional 
crear una política educativa en la que pudiese:  
“(…)1. Articular y armonizar las orientaciones y estrategias del sector, con el 
marco normativo nacional e internacional vigente en materia de violencias de 
género y con la Política Nacional de Equidad de Género para las mujeres, o la que 
haga sus veces. 2. Definir los lineamientos y orientaciones pedagógicas, 
conceptuales y operativas de los proyectos pedagógicos, para el desarrollo de 
conocimientos, habilidades, capacidades, actitudes y prácticas en los integrantes 
de la comunidad educativa, con el objeto de promover la igualdad, libertad, 
respeto y dignidad y el ejercicio de los derechos humanos para superar 
estereotipos, prejuicios y violencias asociadas al género, específicamente 
violencias contra la mujer (…) 4. Articular con otros sectores la implementación 
de estrategias que promuevan la equidad de género y la prevención de la violencia 
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contra la mujer, el funcionamiento de rutas de atención integral y la ejecución de 
estrategias de comunicación y movilización social a nivel nacional. 5.  Incorporar 
el género, las violencias basadas en género y específicamente de violencias contra 
las niñas, las adolescentes y las jóvenes, como categorías de análisis en los 
sistemas de información del sector, como base para desarrollar lineamientos de 
política pública de educación” (Presidente de la República de Colombia, 2011) 
 
  En este orden, la Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer crea los 
Lineamientos de la Política Pública Nacional de Equidad de Género para las Mujeres en la 
que aporta importantes indicadores en materia de educación, señalando que la formación 
superior existe una brecha desfavorable en el ingreso de las mujeres quienes acceden a 
programas de pregrado en un 22,5%, a formación técnica en un 24,6%, a la tecnológica en 
un 27,5%, a universidades solo un 23,6%, en materia de posgrado un 25,7% y doctorados 
solamente un 15,2% (Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, 2012). Para 
esto se propone desarrollar estrategias en el plazo de 2012 a 2022 en las que se implementen 
sistemas integrales de prevención, protección, investigación, sanción y reparación de los 
actos de violencia basadas en género; así como una integración de la Ley 1257 de 2008 y 
sus decretos reglamentarios para crear un sistema de reacción que permita trasformar los 
imaginarios sociales que normalizan las VBG, no obstante, la voluntad estatal se ve opacada 
por una falta de seguimiento a las  políticas mencionadas. 
A partir de esos lineamientos algunas IES desarrollaron mecanismos propios de 
atención de las VBG tomando como premisa este marco normativo existente, sin embargo 
no es hasta 2018 que el Ministerio de Educación y la Corte Constitucional dictan medidas 
concretas y vinculantes al sistema de educación superior para combatir la desigualdad de 
género. La Corte Constitucional establece un precedente determinante por medio de la 
Sentencia T-239/18 en materia de la erradicación de VBG en las IES al ser la primera 
institución estatal en problematizar y señalar la importancia de la educación en un cambio 
estructural por la igualdad material, siendo el pilar para el desarrollo de herramientas 
institucionales frente el acoso y otras violencias de género. 
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En esta providencia la Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado hace revisión 
de la tutela promovida por Mónica Godoy Ferro profesora de la Universidad de Ibagué frente 
a la institución dado el retiro injustificado del cargo antecedido de una denuncia de violencia 
que se presentó en la Universidad en las que trabajadoras de seguridad sufrieron acoso 
sexual. La Corte tutelando los derechos de la actora tomó posición frente a un eje central en 
los hechos: la denuncia de las VBG en las IES. En esta providencia recuerda la autonomía 
universitaria como facultad de autodeterminación recordando que su desarrollo se encuentra 
determinado por límites que impone el orden constitucional priorizando el respeto al marco 
de los derechos fundamentales.  
Establecer este limitante a la autonomía le permitió a la Corte resaltar las 
dimensiones de este principio señalando:  
“De este modo, la autonomía universitaria constituye una prerrogativa que busca 
resguardar el pluralismo y la independencia de los centros de educación superior y 
asegurar la protección de la libertad académica y de pensamiento. Con todo, dicha 
autonomía encuentra límites demarcados por los derechos fundamentales, los cuales 
se traducen, por ejemplo, en la prohibición de discriminar, en el respeto del debido 
proceso cuando se adelantan procesos disciplinarios o sancionatorios en contra de 
los estudiantes o trabajadores, la defensa al principio de igualdad, la observancia 
de las garantías fundamentales en todas las actuaciones administrativas que 
emprendan, la prevalencia del derecho a la educación, entre otros.” (Sentencia T-
239/18, 2018) 
La Corte Constitucional señaló que indistintamente del origen de la institución 
(carácter público o privado), las IES son escenario para la promoción de ideas en búsqueda 
de una sociedad igualitaria que garantiza, protege y promueve los derechos fundamentales; 
así pues, la educación a la luz de este máximo tribunal no puede permitirse sesgar la 
participación de las mujeres, señala que nuestro orden social cuenta con un sistema  que 
invisibiliza los daños a las mujeres y permea formas de violencia que afectan todos los 
aspectos de las mismas, en el que el acto de denuncia se presenta como un acto de valentía 
que diariamente se enfrenta a un escenario impune y revictimizante.  
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Evidenció este órgano de máxima instancia frente al Ministerio de Educación 
Nacional la inexistencia de normas que reaccionen frente al acoso laboral y la violencia 
sexual en las IES, así como las normas existentes carecen de enfoque de género o una visión 
interseccional, recordando que estas preocupaciones obedecen a las responsabilidades 
derivadas de los instrumentos internacionales (CEDAW y Convención de Belem do Pará, 
principalmente) y de la Ley 1257 de 2008, particularmente en su artículo 11  así como el 
Decreto 4798 de 2011. Finalmente la Corte advierte que no existen medidas tanto de 
regulación como de vigilancia en materia de VBG en el sector educativo lo que se traduce 
en una promoción a la discriminación y un fomento a la impunidad, por lo que se pronuncia 
en este sentido: 
“… Por lo anterior, la Sala estima pertinente exhortar al Ministerio de Educación 
Nacional para que establezca lineamientos para las instituciones de educación 
superior en relación con: (i) los deberes y obligaciones de las universidades, 
instituciones técnicas y tecnológicas en relación con los casos de acoso laboral o de 
violencia sexual y de género que suceden al interior de las mismas; y (ii) las normas 
y estándares que regulan la atención de casos de posible discriminación en razón de 
sexo o género en contra de estudiantes y docentes en los centros de educación 
superior” (Sentencia T-239/18, 2018). 
En consonancia el Ministerio de Educación Nacional de Colombia da a conocer en 
2018 la Política de Género e Identidades de Género donde establece lineamientos a todas las 
IES para crear mecanismos que atiendan el marco nacional e internacional de protección 
con enfoque de género y el llamado de la Corte Constitucional. El Ministerio reconoce el 
principio de autonomía de las Instituciones de Educación Superior y presenta en documento 
como un mecanismo para el apoyo del trabajo que estas desarrollan institucionalmente con 
el fin de brindar criterios objetivos frente al enfoque y las identidades de género formulando 
la “Política de Educación Superior Inclusiva”.  
El texto formula una serie de criterios para comprender el problema estructural de 
las VBG, estableciendo diferencias entre género, sexo, identidad de género y orientación 
sexual. El Ministerio presenta este documento como la principal herramienta de diagnóstico 
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y reacción para que las IES identifiquen y atiendan las desigualdades, en consonancia, estas 
medidas buscan articular con las IES mecanismos de reacción para la construcción de una 
educación superior con perspectiva de género que permita la diversidad sexual. Este 
esfuerzo del Ministerio establece una premisa irrebatible para los claustros de educación 
superior en los que el enfoque diferencial de derechos y la interseccionalidad sean la base 
para observar y responder los casos de agresión.  
  
  Estos lineamientos requieren partir de concebir las diferentes tipologías de violencia 
hacia la mujer y sus implicaciones socio-económicas, en relación a su condición étnica, 
raizal, política, territorial e identitaria, para cualquier persona independientemente de su 
identidad de genero y orientación sexual, señalando este mecanismo está orientado a: 
“Transformar prácticas, normas y formas de pensar en las IES con miras a 
adaptarlas a las necesidades y demandas de grupos y personas tradicionalmente 
marginalizadas o discriminadas; y un enfoque poblacional que identifique acciones 
prioritarias o específicas para revertir exclusiones particularmente graves, por 
ejemplo, hacia las mujeres campesinas o hacia las personas trans” (Ministerio de 
Educación Nacional de Colombia, 2018) 
Dichos lineamientos promovieron la creación de mecanismos en las IES de todo el 
país, siendo Bogotá la ciudad con mayor numero de claustros de educación superior, no 
obstante, estos protocolos distan significativamente de los mandatos de la política de 
inclusión educativa, toda vez que algunos de los que se hicieron no fueron pensados desde 
la comunidad académica, no se socializaron o simplemente se constituyeron en un requisito 
formal ante la solicitud del Ministerio de Educación Nacional, evidenciándose en ello s un 
Protocolo que no articulan las rutas o no tiene claro las categorías o conceptos a trabajar; 
otras se están tomando un tiempo mas y están elaborando una política institucional en torno 
a lo que implica las VBG y las violencias de todo tipo, para enmarcar la Universidad como 
un territorio libre de violencias. Faltará ver que respondieron estas IES al MEN y que 
soportes aportaron en cumplimiento de la Sentencia de la Corte Constitucional de 2018 y la 
respuesta que dará el Ministerio para que este máximo tribunal haga sus respectivos autos 
de seguimiento. 
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3. UN ANÁLISIS A LOS INSTRUMENTOS DE SENSIBILIZACIÓN, 
PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE FORMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO 
EN I.E.S  
La educación superior regulada por la Ley 30 de 1992 estableció una diferenciación 
de las instituciones de formación superior las cuales desarrollan programas de aprendizaje 
en diversas modalidades académicas a partir de las cuales se establecen las Instituciones 
Técnicas Profesionales, las Instituciones Tecnológicas, las Instituciones Universitarias o 
Escuelas Tecnológicas y las Universidades que adquieren esta categoría en virtud al 
cumplimiento de requisitos desarrollados en el Decreto 1212 de 1993 (Congreso de 
Colombia, 1992).  
Bogotá por su parte cuenta con 121 IES -las cuales son vigiladas por el MEN-. De 
estas 13 instituciones son reconocidas como Instituciones Técnicas Profesionales, 78 son 
Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas y 30 Universidades (Sistema Nacional 
de Información de la Educación Superior (SNIES)-2019, s.f.). A partir de esta investigación 
se consultó la documentación pública existentes en sus páginas web de cada institución para 
determinar la existencia de protocolos o rutas de atención frente a las VBG o en desarrollo 
de los lineamientos del Ministerio de educación encontrando un escaso desarrollo de estos 
mecanismos con relación a las IES en las que se evidenció información, como se indica en 
la siguiente tabla: 
Tabla I 
Índice de IES con protocolos o rutas de atención en Bogotá 





protocolo o ruta 
de atención 
% de reacción 
institucional 
frente a las VBG 
Instituciones Técnicas 
Profesionales 
13 2 15,38% 
Instituciones Universitarias o 
Escuelas Tecnológicas 
78 4 5,13% 
Universidades 30 13 43,33% 
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Nota: Esta tabla se elaboró a partir del registro del Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior (SNIES) de las IES en la ciudad de Bogotá y de una búsqueda de registro en línea de la 
documentación de cada una de las instituciones.   
 a. Solamente el 15,7% en Bogotá IES cuentan con rutas o protocolos de atención  
 En este orden, hasta la fecha los lineamientos del Ministerio de Educación como la 
sentencia T-239 de 2018 cuentan con un desarrollo en el 15,7% en las IES evidenciando una 
necesidad de control y vigilancia para que las instituciones creen sistemas de reacción y 
protección frente a las VBG. Sin embargo, suponer que la existencia de los 19 protocolos 
y/o ruta implican directamente una aplicación del enfoque de género y la materialización de 
un marco jurídico por la igualdad implicaría obviar los capítulos precedentes de este trabajo, 
por ende, es imperante para esta investigación comprender el contenido de estos 
instrumentos a la luz de lo expuesto en el capítulo dos de este texto, así como el proceso 
frente a las VBG que plantea cada institución. 
3.1 Herramientas institucionales frente a las VBG existentes en las IES. 
 Estas herramientas institucionales se han planteado a partir de la erradicación de 
violencias como premisa general, dando pie a que la autonomía universitaria responda desde 
diferentes perspectivas a un mismo eje de acción, sin embargo existen unos lineamientos 
que le son generales a todos los protocolos o rutas de atención que conllevarán a establecer 
mecanismos institucionales frente a las VBG y violencia sexual.  
 Está investigación toma 19 instrumentos3 visibilizados en sus páginas web de las 
IES, para su respectivo análisis, comprendiendo el lugar desde donde las instituciones 
conciben las violencias y la manera en que se enfrentan a estas, por ende en este apartado se 
verificará la integralidad de los instrumentos comprendiendo que tanto las medidas de 
prevención de casos como las de formación pedagógicas constituyen un espacio para escalar 
los debates frente a las VBG ampliando la posibilidad de institucionalizar los debates desde 
 
3 Estos mecanismos al ser políticas institucionales se encuentran de manera pública en el Dossier de 
documentos de las institución razón por la cual esta investigación observo los instrumentos desde las páginas 
publicas delas IES, atendiendo también a la presunción de publicidad de los mismos como una expresión de la 
voluntad institucional para brindar garantías contras las VBG 
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el enfoque de género y qué cobertura en la atención de estos protocolos permiten la 
aplicación de un enfoque interseccional. En tal sentido, se dio una lectura estructural de cada 
herramienta observando a partir de la literalidad de los textos de qué manera se concebían 
estos tres aspectos, con el fin de poder discriminar la información se precisará la información 
plasmada en las tablas a continuación.  
Tabla II 















Escuela internacional de estudios 
superiores – INTER 
Protocolo para la 
prevención y atención en 
casos de violencia sexual 
y/o de género al interior 
de la Institución. 
No se aplican No se aplican  NO 
Fundación Interamericana Técnica – 
FIT 
Protocolo De Atención En 
Caso De Violencia y/o 
Acoso Físico y Sexual en 
la Fundación 
Interamericana Técnica – 
FIT 
No se aplican Aplican  NO 
 
Nota: Esta tabla se elaboró a partir una lectura de las rutas o protocolos de atención estableciendo una 
óptica cualitativa a partir de lo indicadores establecidos para determinar el alcance de la herramienta.  
 La estandarización de la educación superior a partir de las modalidades tiende a 
sesgar indirectamente a las instituciones ya que a menudo se les excluye de muchas 
discusiones, no obstante, las Instituciones Técnicas Profesionales (ITP) han tenido un 
avance significativo en la creación y aplicación de protocolo, toda vez que pese a que 
solamente el 15,7% de las ITP han creado mecanismos de reacción, estos están dirigidos 
concretamente a la atención de VBG. La ITP no presentan un avance en establecer medidas 
concretas en la prevención de casos y atención de la totalidad de la población académica, 
pero se observa la posibilidad de reforzar las herramientas de formación sobre las 
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estructuras de desigualdad y el enfoque de género.   
 
Tabla III 
Caracterización de protocolos y/o rutas de las Instituciones Universitarias o Escuelas 
Tecnológicas 
Instituciones Universitarias 
o Escuelas Tecnológicas 











Institución universitaria colombo 
americana – UNICA 
Por medio del cual se 
adopta el protocolo para 
la prevención y atención 
en casos de violencia 
sexual y/o género al 
interior de la Institución. 
Aplican Aplican SI 
 
Fundación universitaria HORIZONTE 
Atención en casos de 
violencia y acoso en la 
fundación universitaria 
Horizonte 
Aplican Aplican SI 
 
Fundación universitaria CIEO – 
UNICIEO 
Protocolo de atención en 
casos de violencia y 
acoso. 
No se aplican No se aplican SI 
 
Corporación de educación tecnológica 
COLSUBSIDIO- AIRBUS GROUP 
Protocolo de prevención y 
atención en casos de 
violencia sexual y de 
género para estudiantes de 
la Corporación de 
Educación Tecnológica 
Colsubsidio – Airbus 
Group 




Pese a ser la modalidad con mayor número de instituciones, las Instituciones 
Universitarias o Escuelas Tecnológicas (IU/ET) han atendido a las violencias únicamente en 
un 5,13% de las que solamente la mitad han decidido apuntar a las VBG como eje de 
atención, sin embargo, tienen una prevalencia a aplicar mecanismos de prevención y 
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formación, así como una voluntad institucional en brindar una protección integral a los 
miembros de la comunidad académica.  
Tabla IV 
Caracterización de protocolos y/o rutas de las Universidades 
Instituciones Universitarias 
o Escuelas Tecnológicas 











Colegio Mayor de Nuestra Señora del 
Rosario 
Protocolo Universidad 
para Todos: Libre de 
violencia 
No se aplican No se aplican  NO 
Fundación Universidad Autónoma de 
Colombia –FUAC 
Protocolo de atención 
integral a víctimas de 
violencia sexual o basada 
en género 
No se aplican Aplican  NO 
Fundación Universidad de Bogotá - 
Jorge Tadeo Lozano 
“Protocolo para la 
prevención y atención de 
conductas que atenten 
contra el buen trato entre 
los miembros de la 
comunidad Universitaria 
Tadeísta” 
Aplican Aplican SI  
Pontificia Universidad Javeriana 




Seguimiento de Casos de 
Violencias y 
Discriminación en la 
Pontificia Universidad 
Javeriana 
Aplican Aplican SI  
Universidad de La Salle 
Protocolo para la atención 
y prevención de violencias 
basadas en 
género en la Universidad 
de La Salle 
Aplican Aplican SI  
Universidad de Los Andes 
Protocolo para casos de 
Maltrato, Acoso, 
Amenaza, Discriminación, 
Aplican No se aplican SI  
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Violencia Sexual o de 
Género (MAAD) 
Universidad Distrital-Francisco José de 
Caldas 
"Por la cual se adopta el 
Protocolo para la 
Prevención y Atención de 
Casos de Violencia basada 
en género y violencia 
sexual de la Universidad 
Distrital Francisco José de 
Caldas" 
Aplican Aplican SI  
Universidad EAN 
Protocolo de prevención, 
atención, acompañamiento 
y seguimiento a casos de 
violencia y discriminación 
en la Universidad EAN 
Aplican Aplican SI  
Universidad Externado De Colombia 
Protocolo de Atención en 
Casos de Violencia Y 
Acoso en la Universidad 
Externado de Colombia 
Aplican Aplican SI  
Universidad Nacional de Colombia 
Protocolo para la 
prevención y atención de 
casos de violencias 
basadas en género y 
violencias sexuales en la 
Universidad Nacional de 
Colombia 
Aplican Aplican SI  
Universidad Pedagógica Nacional 
Protocolo para la 
Prevención y Atención de 
las violencias contra las 
estudiantes UPN 
Aplican Aplican  NO 
Universidad Católica de Colombia 
 
Protocolo para la 
Prevención, Orientación y 
Acompañamiento frente a 
los casos de Violencia, 
Discriminación y Acoso 
en la Universidad Católica 
de Colombia 
Aplican Aplican SI  
Universidad Santo Tomas 
Protocolo de prevención, 
detección y atención de 
situaciones de acoso en 
todas las Sedes y 
Seccionales de la USTA. 




Las universidades fueron las primeras IES en crear protocolos y rutas de atención 
que incluso anteceden los lineamientos del Ministerio de Educación y la sentencia T-239/18 
(como el caso de la Universidad Nacional de Colombia y la Universidad de Los Andes), 
cuentan con un porcentaje mayor de creación de estas herramientas siendo las universidades 
públicas las precursoras en la creación de medidas institucionales. Pese a un índice 
mayoritario de protocolos, las universidades cuentan con brechas para la atención integral 
de las violencias lo que se evidencia dado que el 23,08% Universidades con protocolo o 
rutas no brindan atención integral a los miembros de la comunidad educativa, este mismo 
porcentaje de universidades son las que no cuentan con medidas pedagógicas y metodologías 
claras de prevención. Así mismo, es necesario anotar que el 76,92% de los protocolos de las 
universidades parten desde una observación amplia a las violencias poniendo al género como 
una subcategoría y como consecuencia a las VBG. 
Comprender esta herramienta a la luz de las necesidades trasversales en las IES 
permite establecer recomendaciones generales a las instituciones que se desdibujan bajo el 
umbral de la autonomía universitaria, el Ministerio de Educación cobra importancia al 
aparecer con entidad articuladora para la educación superior posibilitando que las IES 
contribuyan de manera efectiva a la erradicación de las VBG. 
3.2 Un análisis al enfoque de género en los protocolos y rutas frente a las VBG 
en la educación superior. 
Los componentes que integran la política de educación libre de VBG han desarrollado 
la importancia de un enfoque de género inter seccional, el reconocimiento de la desigualdad 
como un problema estructural es lo que permite a las IES comprender como crear medidas 
efectivas frente a las brechas de género, a pesar de ello solamente en 36,84% de los 
protocolos de las IES señalan a las VBG como un aspecto prioritario en estas herramientas 
creando incertidumbre en la aplicación de este enfoque. 
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La aplicación del marco normativo de la política inclusiva (mencionada en el capítulo 
anterior) es el punto de partida para la aplicación del enfoque de género, empero, frente a un 
análisis jurídico a los protocolos el 31,58% de los 19 instrumentos existentes no hacen 
mención ni reconocimiento de las normas nacionales e internacionales con relación a la 
atención diferencial de género. Para el 26,32% de estas instituciones las VBG son un 
fenómeno estructural y social, lo que evidencia una falta de concepción real de la 
desigualdad por parte de las IES a la hora de crear estos mecanismos.  
Es precisamente esperable que ninguna institución haga mención en sus protocolos de 
los modelos culturales machistas o del sistema patriarcal, lo que pone a las VBG en un 
escenario donde las IES conciben su existencia como un acto espontáneo dificultando tanto 
los mecanismos de prevención como los de formación pedagógica. Como consecuencia de 
la falta aplicación del enfoque de género se han desarrollado 2 protocolos que carecen de 
reconocimiento a la existencia de las VBG y 10 en los que no se materializa la protección 
diferencial al no priorizarse la violencia de género sobre otras tipologías, lo que resulta en 
un 47,37% de los protocolos que facilitan la materialización del derecho a la igualdad y la 
educación como escenario libre de discriminación. 
Ante este escenario, el marco de protección y atención frente a las VBG cuenta con un 
52,63% de materialización de los protocolos existentes al desarrollarse acorde a los 
lineamientos nacionales e internacionales para la disminución de la igualdad de género. Pese 
a lo alentador que resulta esta cifra, cabe recordar que en relación a la totalidad de IES 
existentes en Bogotá solamente el 8,26% de las instituciones cuentan con mecanismos 
normativamente idóneos para la atención, prevención y erradicación de VBG lo que implica 
una deficiencia en la aplicación del enfoque de género en la educación superior.  
4. DIFICULTADES EN LA CREACIÓN DE POLÍTICAS INSTITUCIONALES 
CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN LAS IES. 
Pese a existir una evidente resistencia institucional frente al reconocimiento de la 
desigualdad de género a partir de sus orígenes y sus implicaciones multidimensionales, es 
importante señalar que una parte significativa de la discusión frente a las VBG en la 
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educación superó se ha nutrido desde el ejercicio del activismo social mayoritariamente 
feminista. Desde la acción de tutela promovida por la profesora Mónica Godoy frente a la 
Universidad de Ibagué que creó un umbral de desarrollo para los protocolos, la profesora 
María Luisa Rodríguez quien señaló ante la Corte Constitucional las falencias en la 
aplicación del protocolo de las Universidad Nacional, hasta los colectivos que hicimos parte 
de la primera audiencia pública ante el Congreso contra las VBG en las Universidades 
(Universidad Central, 2018), hemos sumado fuerzas para la materialización de un marco de 
igualdad para la garantía de los derechos de las mujeres y otros sujetos sociales con 
discriminación en razón a su orientación sexual, identidad de género, etnia, raza y origen. 
La Universidad Católica de Colombia en su proceso de creación de protocolo contó 
con la participación estudiantil de la colectiva feminista Tejido de Equidad que desde el año 
2018 ha realizado actividades de prevención y discusión de las VBG en la educación 
superior así como de la asesoría de la Secretaria Distrital de la Mujer, como cofundadora de 
la iniciativa se contribuyó desde el marco teórico y normativo de este trabajo al proceso de 
creación del “Protocolo para la Prevención, Orientación y Acompañamiento frente a los 
casos de Violencia, Discriminación y Acoso en la Universidad Católica de Colombia”  
aportando una lectura de los protocolos a partir de su efectividad con relación al enfoque de 
género. 
Este proceso pese a crear espacios de participación de la comunidad universitaria, 
evidenció las dificultades a las que se enfrentan las instituciones a la hora de crear protocolos 
de atención. La necesidad de acatar un lineamiento del Ministerio y el llamado de la 
sentencia de la Corte Constitucional crea en las instituciones una premura para la expedición 
de herramientas en las que se obvian aspectos de reconocimiento de las VBG, prevención y 
atención provocando que estos mecanismos se conviertan en una replica del ejercicio de las 
demás IES como sucedió con la Universidad Católica de Colombia  
A la Institución se le señaló en la reunión coordinadora del protocolo a la que tuve 
acceso, la importancia de plantear una lectura integral de las VBG con el fin de establecer 
una respuesta desde la atención, prevención, reparación y formación frente a la desigualdad 
de género utilizando al claustro como un ente de transformación social direccionado a una 
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institucionalización del enfoque de género.  No obstante, la mayoría de protocolos soportan 
la carga de acción frente a uno de los departamentos de las instituciones desarticulando la 
capacidad de respuesta estructural, ocasionando que tras un año de socialización de 
protocolo la universidad hiciera publicas las rutas de atención únicamente a consecuencia 
de una serie de denuncias públicas, evidenciando la necesidad  de plantear estos 
instrumentos desde la integralidad y no la causalidad. 
 Comprender a las instituciones como un sistema complejo con barreras estructurales 
permite ofrecer un diagnostico previo a la adopción y creación de protocolos potencializando 
la efectividad de las acciones institucionales, la aplicación del marco normativo para la 
política educativa no se trata del mero cumplimiento formal de un requisito jurídico o de 
una carga de accionar insostenible para las instituciones sino de la posibilidad de crear 
mecanismos de articulación que mediante la vigilancia y la cooperación permitan establecer 
un ambiente educativo libre de violencias. 
Finalmente la cooperación ente población civil, estudiantado, administrativos, 
docentes, académicos, entidades públicas, ministerios y cuerpos judiciales es la que permite 
establecer una política integral de educación sin VBG; comprender que la convergencia de 
rutas y el establecimiento de los problemas estructurales que sostiene la desigualdad 
posibilitan una acción real y efectiva para la materialización de derechos como consecuencia 
del enfoque de género, lo que se traduce en un escenario educativo con las garantías para la 
dignidad humana  
CONCLUSIONES.  
Debe comprenderse que los protocolos son una herramienta más allá a una 
conjunción de acciones que establecen una ruta de acción circunstancial. La prevención, 
pedagogía y acción inmediata frente a las VBG y la violencia sexual requieren una 
herramienta integral que se plantee reconocer las violencias desde las dinámicas de las 
relaciones de poder patriarcal para desarticular la violencia desde disposiciones pedagógicas 
que convoquen a una mirada que se separe de los estereotipos de género y se aproxime a la 
dignidad humana como punto discursivo de partido. 
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Las rutas o protocolos, en su mayoría responden a la acción urgente del cumplimiento 
de requerimiento impuestos a las IES por parte del Ministerio de Educación Nacional, esto 
entorpece el proceso de reconocimiento de la violencia estructural que ha permanecido 
justificada por años y que sostiene otras violencias que se intensifican en función a las 
condiciones de identidad de género, orientación sexual, posición socioeconómica y 
condiciones étnicas/raizales.  
Es entonces que los procesos para mitigar la violencia de género deben contar con 
un dialogo entre las IES, el Ministerio de Educación, las organizaciones feministas, los 
colectivos de hombres y masculinidades, y en materia de DDHH, las autoridades 
administrativas institucionales y la población civil con el fin de contar con una visión común 
de los rasgos de la desigualdad impuesta, y plantear mecanismos comunes para la 
desarticulación de las estructuras que permean los discursos y violencias patriarcales. 
El reconocimiento de las condiciones en las que las VBG crean escenarios más victimizantes 
en virtud a las características de las víctimas, permite establecer protocolos con estrategias 
de prevención que atiendan a las condiciones de riesgo y respeten la diversidad, prestando 
garantías para una educación en términos de dignidad humana. La posibilidad de 
comprender el discurso de esta violencia a partir de una estructura patriarcal en el que las  
víctimas son vulneradas en función a los imaginarios patriarcales hace que los instrumentos 
institucionales atiendan las dinámicas donde además de las mujeres sean acompañados los 
casos de hombres y personas no binarias. 
Los protocolos desarrollados como una política transversal pueden tener un rol 
esencial en el acceso a la justicia, toda vez que si se establece un seguimiento a las VBG 
pueden desarrollarse mecanismos para acompañar a las víctimas de violencia sexual y 
brindar garantías para la protección de su proceso en la IES durante la denuncia. 
Finalmente, las VBG podrán ser atacadas cuando la IES, la Academia, el Estado, la 
comunidad educativa y la población civil cree mecanismos de conciencia sobre los discursos 
que justifican y permiten que se perpetúen los actos de VBG, con el fin de prevenir actos de 
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violencia sexual y que los que se han perpetuado puedan llegar a un proceso de juzgamiento 
y reparación de las víctimas. 
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